Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 07 minutos) 


Dése cuenta de un asunto entrado relacionado con un informe enviado por el Instituto de Derecho Privado Salas !l y lll de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de la República. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el proyecto de ley con declaratoria de urgente consideración referente al Fomento del 
Empleo y Mejoras de la Administración. 


SEÑOR MICHELINI.- En el día de ayer, los señores Senadores del Encuentro Progresista - Frente Amplio plantearon que existe 
una serie de artículos de este proyecto de ley que no les merecen observaciones; debemos decir que, con relación a algunos de 
ellos, tampoco nosotros tenemos observaciones para realizar. Seguramente, ese es el caso de la coalición de Gobierno que 
también los votó y, por ello, me parece que podríamos ir dando lectura a esas disposiciones y, si no hubiera objeciones, las iríamos 
aprobando. Por supuesto, no comenzaríamos con la Sección |, sino con la Sección Il, que abarca desde los artículos 7* y 8*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los miembros de la Comisión están de acuerdo con lo planteado, procederíamos de la manera indicada. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero decir, además, que combinamos con el señor Senador Heber —no sé si fue en el momento en que 
estábamos sesionando en el día de ayer o al final de ella- que si el procedimiento es ir votando, cuando cualquier señor Senador 
solicite el aplazamiento o desglose de algún artículo, lo desglosamos o aplazamos automáticamente y avanzamos sólo en aquellas 
disposiciones que no presentan dificultades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ese fue el criterio adoptado por la Comisión en el día de ayer. Es decir, ante cualquier observación que un 
Senador formule acerca de un artículo o Sección, se procede a aplazar su consideración. 


Corresponde comenzar, pues, con el análisis de la Sección ll "Fiscalización de Sociedades Comerciales en las que participen los 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados". Primero pasaríamos a considerar la Sección ll en general, y luego ingresaríamos 
al análisis de los artículos. 


SEÑOR MICHELINI.- Aunque ello implique un esfuerzo por parte de la Secretaría, solicitaría que se diera lectura a los artículos, a 
efectos de ver si algún señor Senador tiene observaciones que formular, y luego los pasaríamos a votar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 7*. 
(Se lee:) 


"Artículo 7%.- Los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados del dominio industrial y comercial del Estado autorizados 
legalmente al efecto, sólo podrán participar en emprendimientos o asociaciones con entidades públicas o privadas, nacionales o 
extranjeras, cuando el consorcio o sociedad a constituir admita jurídicamente la existencia de un órgano de contralor interno, 
integrado por sus representantes y en forma proporcional a su participación. 


Los mencionados organismos deberán informar al Poder Ejecutivo sobre la configuración de tales extremos, con una antelación no 
menor a treinta días de la proyectada formalización del emprendimiento o asociación. 


Asimismo, deberán informar anualmente al Poder Ejecutivo sobre la gestión de la sociedad o emprendimiento respectivo y remitirle 
toda otra documentación de carácter contable, jurídico o empresarial que sea sometida a su consideración, en un plazo no mayor a 
los treinta días de recibida la misma. 


La Auditoría Interna de la Nación establecerá las normas técnicas generales a las que deberán someter su actuación los 
representantes de los Entes Autónomos o Servicios Descentralizados del dominio industrial y comercial del Estado que integren los 
órganos de contralor internos previstos en el inciso primero de este artículo. 


Lo establecido en el presente artículo es sin perjuicio de lo dispuesto por la Ley N* 17.040, de 20 de noviembre de 1998." 
- En consideración. 
SEÑOR MICHELINI.- Quisiera saber qué establece la Ley N* 17.040. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal como figura en el comparativo titulado "Leyes referidas", distribuido por la Secretaría, el inciso primero 
del artículo 1% de la Ley N* 17.040 establece: "Las empresas públicas o de propiedad estatal, con actividad comercial e industrial, 
publicarán su balance general, expresado en los estados de situación patrimonial y de resultados, confeccionados conforme a lo 
dispuesto por los artículos 88 a 92 de la Ley N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989, antes de un año de vencido el ejercicio contable, 
previo dictamen de auditoría del Tribunal de Cuentas que se expresará y responsabilizará respecto de la razonabilidad y 
consistencia de los mismos." 


SEÑOR KORZENIAK.- Nuestra bancada, en principio, está de acuerdo en votar este artículo, pero de todos modos, queremos 
dejar alguna constancia. 


Por un lado, compartimos lo que nuestros compañeros hicieron en la Cámara de Representantes con relación a este artículo y 
también con el siguiente, porque ambas disposiciones están muy ligadas. A su vez, hay un artículo aditivo que fue propuesto para 
controlar, por parte del Tribunal de Cuentas, esta actividad, en lugar de que fuera, exclusivamente, por ley. 


Aquí se habla de empresas públicas autorizadas legalmente al efecto, y esto tiene que ver con la participación en emprendimientos 
O asociaciones con entidades públicas o privadas. Entonces, queremos decir también, con respecto a la autorización legal a la que 
se hace referencia, que siempre hemos interpretado esto según lo que establece la última parte del artículo 188 de la Constitución, 
que se trata de una autorización en cada caso. 


SEÑORA PERCOVICH.- Simplemente, quiero dejar constancia de que acercaremos a la Secretaría los dos artículos aditivos 
relacionados con los contralores que, según entendemos, faltan en esta Sección. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 
(Se vota;) 

- 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 8*. 

(Se lee:) 


"Artículo 8*.- En caso de que los emprendimientos o asociaciones a que se alude en el artículo 7* de la presente ley, se hubieren 
acordado con anterioridad a la vigencia de la presente ley, los organismos involucrados deberán informar al Poder Ejecutivo sobre 
el grado de participación en el control interno y sobre los estados contables correspondientes, dentro del plazo de treinta días 
corridos a partir de su promulgación. 


En todos los casos, la información será suministrada a través del Ministerio por el que se vincula el organismo con el Poder 
Ejecutivo". 


- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

- 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Queda aprobada la Sección Il del proyecto de ley. 

Corresponde considerar la Sección lIl, "Escuela de Auditoría Gubernamental". 
Léase el artículo 9. 

(Se lee:) 


"Artículo 9%.- Créase en la órbita del Tribunal de Cuentas la Escuela de Auditoría Gubernamental, con el fin de fortalecer el proceso 
de capacitación de personal y contribuir al mejoramiento y a la transparencia de la gestión del Estado." 


- En consideración. 


SEÑORA PERCOVICH.- En oportunidad de estudiar este artículo en la Cámara de Representantes, insistimos en que en la 
integración de esta Escuela era importante que el Tribunal de Cuentas tuviera dos integrantes y no solamente uno, ya que tiene la 
Presidencia de la Escuela. Nos parecía que para no variar el número de integrantes, en todo caso, la representación de la 
Universidad podría hacerse en conjunto con la de las privadas, pero insisto en que consideramos importante que el Tribunal de 
Cuentas tenga dos miembros. Queríamos dejar esta constancia a pesar de que no contó con las mayorías necesarias, porque 
reitero que nos parece importante que se aumente el número de representantes del Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR MICHELINI.- De esos tres artículos vamos a votar el primero y solicitamos que los otros dos queden aplazados, por lo 
menos hasta el miércoles, porque si bien compartimos esta iniciativa que nos parece buena, tal vez tengamos algunas 
observaciones vinculadas a lo planteado por la señora Senadora Percovich o a otras que hemos planteado en la Cámara de 
Representantes. Llegado el caso, querríamos acercar los aditivos correspondientes o, por lo menos, sondear fuera de la Comisión, 
-ya sea en esta ley o en alguna otra, si el objetivo político no es frenarla- esta ley, a fin de hacer algunas correcciones. De todas 
maneras quiero decir que compartimos el artículo 9 —sólo pretendemos ver si esto puede perfeccionarse- y pedimos que se aplacen 
las disposiciones 10 y 11. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa toma nota de lo expresado por el señor Senador Michelini y, de acuerdo con lo acordado 
oportunamente por la Comisión, quedan aplazados los artículos 10 y 11. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 9%. 

(Se vota:) 

-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se pasa a considerar la Sección IV, "Normas Concursales", que va del artículo 12 al 32. 


Léase el artículo 12. 


(Se lee:) 


"Artículo 12.- Créanse dos Juzgados Letrados de Concursos, por transformación de dos Juzgados Letrados en Primera Instancia 
en lo Civil. 


Estos Tribunales conocerán en primera instancia en todos los procedimientos concursales: concursos civiles, concordatos, 
moratorias de sociedades anónimas, quiebras y liquidaciones judiciales cuya competencia corresponda al departamento de 
Montevideo". 


- En consideración. 


SEÑOR KORZENIAK.- Aclaro que vamos a votar este artículo pero, dadas las características de esta Sección, queremos 
aprovechar para hacer una consideración de tipo general —insisto que no es por este artículo- a fin de explicar por qué no votamos 
este proyecto de ley de urgente consideración.. 


En el informe en minoría que nuestros compañeros presentaron en la Cámara de Representantes ya se aclaró que no es 
conveniente enviar como leyes de urgencia, proyectos que contengan demasiados temas, muchos de los cuales ni siquiera son 
urgentes. Estuve leyendo cuidadosamente este informe, que es muy completo, y habla de la inconveniencia de hacer esto. 


De todas formas, quisiera agregar una constancia acerca de que hay una cuestión de legalidad. Las leyes que popularmente se 
conocen como de urgencia, en realidad son leyes declaradas de urgente consideración, según lo dice la Constitución. El vocablo 
"declarar", tal como allí figura, desde hace muchos años viene siendo objeto de estudio por la doctrina y por los jueces, pero no a 
los efectos de las leyes declaradas de urgente consideración, que no existían antes de 1967, sino a los efectos de otros artículos. 
En especial, se refiere a los que hablan de las asociaciones ilícitas, cuyo artículo dice —y lo estoy citando de memoria- que todas 
las personas tienen el derecho de asociarse, salvo que constituyan una asociación ilícita declarada por la ley. 


El verbo "declarar" se estudió muchas veces en ocasión del combate a las actividades antinacionales después de la Segunda 
Guerra Mundial, que muchas veces fue legítimo pero en otras hubo exageraciones. Asimismo, se estudió cuando se declararon 
ilícitas las asociaciones, en la década del setenta. ¿Pero puede la ley declarar ilícita cualquier asociación? ¿Puede decir, por 
ejemplo, que las asociaciones de productores rurales o las de estudiantes están prohibidas? Esto fue estudiado hace muchos años 
por la doctrina y se llegó a la conclusión de que la palabra "declarar" significa que no se está creando —en este caso una urgencia y 
en el otro una ilicitud- sino que se pone de manifiesto algo que ya existía. De manera que en cuanto a la declaración de urgencia, 
también por razones jurídicas, si es que esto se comparte, para nosotros no se puede innovar, no se puede crear la urgencia. Esta 
existe ya sea porque hay una epidemia, porque se vence un plazo o porque se trata de un caso de conmoción interior previsible y, 
en este caso, si no es previsible, en lugar de una ley puede habilitar medidas prontas de seguridad, como lo explicaba Aréchaga 
hace muchos años. 


En esta Sección IV creo que efectivamente el artículo 12 justifica la urgencia de que se creen Juzgados especializados en materia 
concursal porque hay una gran cantidad de comercios, de personas incluso civiles, que no están en condiciones de afrontar el 
cúmulo de deudas y no hay Juzgados que se especialicen en este tema. Hace muchos años había Juzgados que entendían en lo 
comercial, pero hoy no. Sin embargo, creemos que en todas las otras situaciones sobre procedimiento en materia de concursos, 
quiebras, liquidaciones judiciales, etcétera, la urgencia está inventada. Por lo tanto, ésta no se declara en términos estrictos; lo que 
se hace es crear una urgencia, o simplemente decir que se trata de algo urgente. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Luis Alberto Heber) 


Aprovechamos la consideración de este Capítulo para establecer, también, la otra razón por la cual pensamos que la Ley de 
Urgencia debe tener un contenido más bien concreto, por razones de mérito parlamentario, para poder estudiarla, pero aquí se 
incluyen muchas cosas, como la otra Ley de Urgencia. Asimismo, también hay razones jurídicas y constitucionales. La Constitución 
prohibe que estando en trámite una Ley de Urgencia se envíe otra Ley de Urgencia. De la misma forma, una ley que contiene 10 
capítulos o secciones que traten temas absolutamente diferentes, se puede definir, sustantivamente, como varias leyes de 
urgencia. Entonces, desde el punto de vista formal, puede aparecer como una sola ley, aunque contenga cien mil artículos. Por 
ejemplo, un Código es una ley, pero no trata temas separados sino sistemáticamente unidos dentro de una rama del Derecho. 


Existe una teoría que comparto, y que he planteado en viejas leyes de Rendiciones de Cuentas, que contiene un nombre muy 
dramático en materia de ley. Cuando por vía indirecta se hace algo que la ley no quiere por vía directa, se usa una expresión que a 
quienes no estudian Derecho les parece que tiene un contenido penal; a dicha figura se le llama "fraude a la ley". En el Derecho 
Constitucional, salvo en los últimos años, no se habla de fraude a la Constitución, sino que se usa la expresión desnaturalización, 
que consiste, precisamente, en hacer de manera indirecta lo que la Constitución no quiere hacer de forma directa. Algunos autores, 
sobre todo los españoles, llaman a esto "fraude a la Constitución", que significa que se la está violando de una manera indirecta. 
Me interesa especialmente aclarar que esta expresión no tiene ningún contenido penal y, repito, el término "fraude" se utiliza como 
equivalente al concepto de desnaturalización. 


A nuestro entender, cuando en un proyecto de ley se incluyen ocho, diez o doce temas distintos, que poco tienen que ver unos con 
otros, se esquiva indirectamente lo que la Constitución no quiere, que es que se traten simultáneamente dos leyes de urgencia. 


Esta es la constancia que queríamos dejar que, en definitiva, es de carácter general. En este Capítulo se incluye un artículo típico 
de los considerados como urgente y otro de procedimientos, que probablemente estén bien, pero habría que hacer un estudio muy 
profundo para saber si efectivamente es así. Consideramos que la urgencia no es tal en los otros temas, aunque sí nos parece 
adecuado que se instrumenten, por lo menos, dos Juzgados especializados, sobre todo porque sabemos que existe una cantidad 
de situaciones concursales a resolver. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero decir que si aprovechamos este momento para dejar las constancias, quizás evitemos luego el debate 
cuando estemos votando las distintas disposiciones. 


Comparto parte de los criterios que ha trasmitido el señor Senador Korzeniak, pero quisiera agregar una constancia personal. 
Independientemente de que no lo manifestemos cada vez que se trate algún aspecto jurídico o se vote algún artículo -a favor o en 


contra, y aun votándolo nosotros favorablemente-, consideramos que en este proyecto de ley se incluyen artículos que no deberían 
estar comprendidos en una ley de urgencia. A nuestro entender, estas disposiciones no son urgentes y se podrían haber tramitado 
por otras vías. A veces, el esfuerzo, la discusión y los acuerdos políticos sobre otros asuntos, hacen que un tema que podría lograr 
su aprobación rápidamente, se demore en su tratamiento. Hay leyes normales que han sido aprobadas más rápido que las propias 
leyes de urgencia, que tienen su plazo correspondiente. 


Dejamos, pues, la constancia -que no vamos a volver a repetir en el intento de ahorrar palabras y seguir avanzando- de que, 
aunque estemos de acuerdo con algunos artículos, no los consideramos urgentes y si se estuviera dispuesto a desglosarlos y a 
tratarlos por una vía normal, lo haríamos con mucho más agrado. Pensamos que votar estos artículos dentro de una ley de 
urgencia, si bien no significa un fraude a la Constitución, sí la desnaturaliza. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Queremos, en este momento, contestar algunas afirmaciones que se han hecho en Sala con 
respecto al contenido y a la naturaleza de las leyes declaradas de urgente consideración por el Poder Ejecutivo, actuando con 
Consejo de Ministros. 


Debemos afirmar enfáticamente que acá no hay ni ha habido fraude a la Constitución, ni en forma expresa ni en forma implícita. 


En primer lugar, la Constitución de la República prevé, en su artículo 168, ordinal 7”), que el Poder Ejecutivo, en Consejo de 
Ministros, pueda declarar un proyecto de ley como de urgente consideración, con una finalidad que, a mi juicio, es exclusivamente 
de procedimiento. Ese procedimiento implica que el Parlamento, el Poder Legislativo, tenga un período o plazo específico para su 
análisis, indicado por la Constitución, de 45 días para la primera Cámara y de 30 para la segunda. 


En segundo término, en cuanto a qué se debe incluir en una ley de urgencia y qué no, la propia Constitución de la República 
establece claramente los límites. En este sentido, el literal b) del ordinal 7%) dice que "no podrán merecer esta calificación los 
proyectos de Presupuesto, ni aquellos para cuya sanción se requiera el voto de tres quintos o dos tercios del total de componentes 
de cada Cámara". 


Quiere decir, entonces, que cuando el Constituyente quiso poner límites o restricciones a los proyectos de ley declarados como de 
urgente consideración, lo hizo a texto expreso. Por lo tanto, no tenemos el honor de compartir la tesis que afirma que, por ejemplo, 
en un proyecto de ley declarado de urgente consideración no se pueden incluir temas diversos; ¡de ninguna manera! Dicho de otro 
modo, no está expresamente prohibido, y lo que no está prohibido expresamente, está permitido. Este es un principio constitucional 
de carácter general. 


En consecuencia, estimamos que el Poder Ejecutivo tiene la potestad, la facultad, de declarar a una ley como de urgente 
consideración por las razones que crea convenientes; se trata de un tema de oportunidad o conveniencia y el Poder Ejecutivo 
establece qué asuntos o materias tienen estas características. Básicamente, esto tiene la finalidad de que el Parlamento los trate 
rápidamente, en un plazo preestablecido por la Constitución de la República. 


En definitiva, reiteramos que no compartimos la tesis que se ha afirmado en Sala en cuanto a que el hecho de incluir diversos 
temas o materias en un proyecto de este tipo, podría eventualmente significar un fraude a la Constitución. 


SEÑOR GALLINAL.- Pienso que si nos abocamos a discutir el tema de la urgente consideración podemos estar varios días pero, 
en lo que me es personal, considero que las leyes de urgente consideración están establecidas en la Constitución de la República 
con un concepto exclusivamente formal, referido a los plazos de que dispone el Parlamento para su aprobación. En la Constitución 
no existe una sola norma de carácter sustancial referida a las leyes de urgente consideración, pues todas están relacionadas con 
los plazos. Tan es así, que en el propio artículo 104 se dice que el receso no interrumpe los mismos. 


Si consideramos este tema desde el punto de vista sustancial, por las normas que contiene este proyecto de ley, también 
podríamos tener varias discusiones. Por ejemplo, la Sección X contiene disposiciones sanitarias cuya urgencia, a esta altura, 
parece haber perdido validez, porque está pensada en función del brote de aftosa que apareció en Artigas hace aproximadamente 
dos meses; por lo tanto, con esto no estaríamos solucionando nada. 


SEÑOR MICHELINI.- Desde ya adelanto que votaré negativamente ese artículo. 


SEÑOR GALLINAL.- En el caso particular que estamos considerando, este proyecto de normas concursales fue elaborado en el 
año 1993 por la Suprema Corte de Justicia y la Liga de Defensa Comercial. Sin embargo, no ha perdido validez y hoy es un tema 
importante. ¡Ojalá mañana no lo fuera! ¡Ojalá mañana no haya tantas quiebras, concursos y concordatos que hagan necesario un 
trabajo intenso de parte de estos Juzgados! 


De todas maneras, si es importante o urgente el artículo 12 respecto a la creación de los Juzgados, también lo son las otras 
normas que lo siguen, porque son disposiciones absolutamente complementarias a la creación de los Juzgados Letrados de 
concursos. No podríamos crear estos Juzgados si no les damos el marco jurídico adecuado para que puedan trabajar. En ese 
sentido, quiero destacar el avance que tuvo el proyecto en la Cámara de Representantes respecto a la iniciativa original del Poder 
Ejecutivo. Inicialmente, lo que se proponía era la creación de dos Juzgados Letrados nacionales; de alguna manera, esto 
significaba la posibilidad de postergar a muchos profesionales del interior del país —precisamente por esta razón comparecieron 
ante la Comisión representantes de los distintos Colegios de Abogados del interior- en la defensa de sus clientes. Dicho de otro 
modo, si se establecía que estos Juzgados tuvieran competencia nacional, todos los trámites tenían que ser realizados en 
Montevideo, con lo cual aquellas empresas del interior que pudieran ingresar en concurso o concordato, probablemente se verían 
en la necesidad de recurrir a un abogado en Montevideo; lo mismo ocurriría para los acreedores que tienen que comparecer ante 
los concursos y concordatos. De ese modo, entonces, les estábamos restando a los profesionales del interior, en un momento difícil 
para el ejercicio de la profesión, la posibilidad de defender a sus clientes. En ese sentido, el artículo 12 tiene un avance muy 
importante. 


En cuanto a las demás normas, algunas son un tanto complejas, pero creo que han sido estudiadas debidamente, no sólo por la 
Comisión que conformaron la Suprema Corte de Justicia y la Liga de Defensa Comercial, sino también por la Cámara de 


Representantes. Nosotros las vamos a acompañar con nuestro voto, porque las consideramos fundamentales para la aprobación 
del propio artículo 12. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pregunto si no se podría votar en bloque la Sección. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quería manifestar que en la Cámara de Representantes habíamos propuesto un aditivo al artículo 12, que 
nos parecía que daba mayor certeza al espíritu con que se modificaron los artículos en el sentido que decía el señor Senador 
Gallinal. Se propone que en el resto de los departamentos de la República esta competencia corresponda a los respectivos 
Juzgados Letrados que entiendan en materia Civil, para evitar que los Jueces demoren el tratamiento por amontonamiento de 
expedientes, y terminen por derivarlos de vuelta a Montevideo. 


Nos parece que esa frase le da mayor certeza jurídica a la redacción de las modificaciones introducidas en la Cámara de 
Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa aprovecha la oportunidad para hacer una consulta de carácter técnico a la señora Senadora 
Percovich, puesto que ella intervino en la discusión en la Cámara de Representantes y nos puede ilustrar. No hay inconveniente en 
votar toda la Sección, pero respecto al artículo 14 hay un desglose en el Mensaje del Poder Ejecutivo y una fusión que realizó la 
Cámara de Representantes, y quisiera saber si esto es así. 


SEÑORA PERCOVICH.- Sí, señor Presidente. Se trata de una redacción del Presidente de la Comisión, el señor representante 
Pais, para evitar que hubiera una reiteración en los dos artículos citados. Simplemente se establece que ambos tienen la misma 
redacción y esta modificación fue acompañada por todos, ya que simplifica la interpretación de los dos artículos que se 
modificaban. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La frase a la que hizo referencia la señora Senadora, ¿sería un aditivo o un sustitutivo? 


SEÑORA PERCOVICH.- Se trata de un aditivo que figura en la página 63 del repartido que contiene los informes de la Comisión 
Especial de la Cámara de Representantes y que dice: "En los restantes departamentos de la República, esta competencia 
corresponderá a los respectivos Juzgados Letrados que entienden en materia Civil". Simplemente nos parece que esta frase es 
aclaratoria. 


SEÑOR MICHELINI.- No tengo problema en votar todos los artículos, dejando la constancia que hice antes de que llegara el 
Presidente, en cuanto a que si mañana, en función de este mecanismo, alguien pide reconsiderar un artículo, voy a dar mi voto, y si 
pido una reconsideración, espero contar con el voto de los demás señores Senadores. 


Me pregunto por qué no desglosamos el artículo 12, votamos el resto de los artículos, se nos reparte el aditivo y sea hoy o el 
miércoles próximo, lo votamos. Luego seguiríamos avanzando con las normas con las que estamos de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habría problema, pero si discutimos mucho el tema del procedimiento, podemos insumir mucho tiempo 
en eso. 


El artículo aditivo está repartido y figura en el Distribuido N* 708/2000. Allí están los informes que, en su pasaje por la Cámara de 
Representantes, realizaron los distintos partidos políticos con respecto a la ley de urgencia. En la página 63 de ese informe figuran 
los aditivos propuestos por el Frente Amplio al Plenario, y allí se encuentra el aditivo que correspondería al inciso final del artículo 
12 que dice: "En los restantes departamentos de la República, esta competencia corresponderá a los respectivos Juzgados 
Letrados que entienden en materia Civil". 


No creo que este artículo tenga tanta entidad como para postergarlo. Por tanto, diría de votar primero el artículo tal cual está, luego 
el aditivo y, por último, el resto de la Sección. 


Se va a votar el artículo 12 tal como vino de la Cámara de Representantes. 

(Se vota:) 

- 8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el aditivo propuesto por la señora Senadora Percovich como inciso final del artículo 12. 


SEÑOR KORZENIAK.- Sólo quiero manifestar que, como el señor Senador Gallinal explicó, el artículo ya va a la misma solución; el 
aditivo se propuso a fin de dar mayor aclaración al punto. 


SEÑOR GALLINAL.- En estos momentos es así. Además, el inciso final del artículo 12 dice "cuya competencia corresponda al 
departamento de Montevideo". Por lo tanto, vamos a votar negativamente el aditivo. Va de suyo que en el interior serán esos 
Juzgados los que continuarán entendiendo en la materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el aditivo propuesto. 
(Se vota:) 
- 4 en 8. Negativa. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de lo que hagan los proponentes con el aditivo, cuando culmine el trabajo de esta 
Comisión y se eleve el informe, si ese aditivo no prosperó sería bueno que fuera a la Comisión de Constitución y Legislación. 
Entonces, si en el seguimiento de la ley se encuentra que hay que hacer algunas aclaraciones, que ya tenga iniciativa 
parlamentaria. 


SEÑOR PRESIDENTE - Así se hará. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los artículos 13 a 32 inclusive. 

(Se vota) 

- 8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Correspondería leer la Sección V, "Licencia especial para los funcionarios públicos o trabajadores privados que adopten menores". 


Consulto al Vicepresidente qué procedimiento se adoptó con las Secciones que no presentaban problema. ¿Se postergaron o se 
votaron? 


SEÑOR CORREA FREITAS.- El criterio seguido al comienzo de la sesión fue votar los artículos de aquellas Secciones con las 
cuales todos los miembros de la Comisión manifestaron su apoyo. Hemos procedido en ese sentido y creo que ha sido un criterio 
práctico con el que estamos avanzando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, tal como se venía trabajando, pasaríamos a considerar la Sección VI. 
SEÑOR KORZENIAK.- ¿Por qué no consideramos la Sección V? 

SEÑOR PRESIDENTE.- Porque no hay consenso. 

SEÑORA PERCOVICH.- Nosotros tenemos un sustitutivo. 


SEÑOR MICHELINI.- Comenzamos leyendo artículo por artículo y votándolos hasta que el Presidente llegó. A partir de ese 
momento, a pesar de las constancias, el señor Senador Korzeniak pidió que se votara toda la Sección, más allá del aditivo 
presentado. 


Aclaro que me gustaría ir paso a paso y por lo menos desglosar algunas disposiciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este era uno de las disposiciones a las que nadie había hecho reparos, ya sea por votar a favor o en 
contra. Si hay aditivos, los leemos. Entonces, si no hay inconveniente, primero votamos la Sección y después leemos los aditivos. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quiero dejar una constancia de algo de lo que, a su vez, dejé constancia también en Sala, porque en 
realidad vi la modificación del texto en el Plenario de la Cámara de Representantes. Por supuesto que la bancada feminista de la 
Cámara de Representantes está muy contenta por el hecho de que se haya aprobado este proyecto de ley por el cual trabajamos 
en la Comisión de Género y Equidad y en la de Legislación del Trabajo. En este sentido, teníamos un compromiso con el señor 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social para que fuera enviado desde el Poder Ejecutivo porque, en realidad, correspondía a éste. 
Lo único que quiero dejar sentado es que hubo un cambio del texto que envió el Poder Ejecutivo en el artículo 36, que a nuestro 
entender era correcto y que tiene que ver con un adelanto en la modificación de algo que también estamos discutiendo en el 
Código de la Niñez y de la Adolescencia. El texto del Poder Ejecutivo establecía que sólo podrá hacer uso de esta licencia especial 
uno u otro integrante de la pareja beneficiaria o el beneficiario en su caso. Se introdujo una modificación en la Cámara de 
Representantes con relación a que podía hacerlo solamente uno u otro integrante del matrimonio beneficiario. A nosotros nos 
parece que de acuerdo a como van evolucionando las realidades sociales hoy en el Uruguay -y si el espíritu de esta ley es que se 
promueva la adopción- es importante mantener el concepto de la pareja y no solamente el de matrimonio. Simplemente quería 
dejar sentado eso porque me parece que el texto del Poder Ejecutivo era más correcto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se trata del artículo 35 de la Cámara de Representantes y el 36 del Poder Ejecutivo. Es solamente una 
frase. 


SEÑORA PERCOVICH.- Exactamente; la que establece quiénes podrán hacer uso de la licencia. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la Sección con las constancias del caso. 

(Se vota:) 

-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Pasamos a considerar ahora los aditivos presentados por el Frente Amplio y el Nuevo Espacio. 


SEÑORA PERCOVICH.- En este caso el aditivo figura en la página 64 del repartido que nos ha hecho llegar la Secretaría. Este 
artículo dice así: "El empleador que despida al trabajador durante la licencia prevista en la presente ley o en razón de la adopción 
una vez operado el reintegro, deberá abonar una indemnización especial similar a la prevista en el artículo 17 de la Ley N* 11.577. 
de 14 de octubre de 1950". De esta manera nosotros queremos equiparar lo previsto ya en nuestras leyes de protección laboral 
para las embarazadas a quienes emprendan una adopción, porque sabemos que este es uno de los grandes problemas que tiene 
nuestro país donde, lamentablemente, hay tan pocos nacimientos y en general hay una resistencia importante para que las mujeres 
en edad reproductiva consigan trabajo o lo mantengan en la medida en que quedan embarazadas. Entonces nos parecía que podía 
pasar exactamente lo mismo en el sentido de que se intentara desalentar a aquellas parejas que quieren adoptar niños. De manera 
que queríamos equiparar simplemente esta condición a la legislación existente para los padres biológicos. Este es el espíritu del 
aditivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase. 
(Se lee:) 


"Artículo aditivo.- El empleador que despida al trabajador durante la licencia prevista en la presente ley o en razón de la adopción 
una vez operado el reintegro, deberá abonar una indemnización especial similar a la prevista en el artículo 17 de la Ley N* 11.577, 
de 14 de octubre de 1950." 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
- 4 en 8. Negativa. 


SEÑOR GALLINAL.- Yo creo que el aditivo no es necesario porque la situación está contemplada en la normativa vigente, en 
particular en la Ley N*. 11.577, y si acaso se produjera el despido en esas condiciones, amerita la indemnización especial. Por ese 
motivo he votado negativamente. 


SEÑOR MICHELINI.- En los artículos 33 y 34 presentamos iniciativas que luego no se aprobaron y votamos los artículos tal cual 
están. Yo iba a pedir el desglose de estos artículos, que se hacen en forma automática, y como los tiempos de la Comisión han sido 
más rápidos de lo que uno ha ordenado su trabajo, dejo la constancia de que sobre estos artículos, cuando disponga de los aditivos 
correspondientes, quizás pida la reconsideración. Digo esto para no solicitar su desglose y además los hemos votado en su 
oportunidad porque no lograron mayoría. 


Quiero referirme al artículo 35, que se votó en bloque y esto es muy bueno porque representa un avance. Sin embargo, no quisiera 
que quien mañana leyera esta versión taquigráfica —si es que la lee- levantara una voz de protesta no sólo con respecto al tema de 
los integrantes del matrimonio o a la observación que hacía la señora Senadora Percovich sobre el tema de la pareja —o 
concubinato, llegado el caso- sino también a lo relativo a las adopciones. De hecho, hay adopciones que se efectivizan a familias 
que tienen un solo integrante o, como se suele decir, monoparentales. Que el niño no tenga familia es mucho peor que intentar por 
los códigos normales o tradicionales darle una familia con un matrimonio de tales características y demás. Muchas veces esos 
matrimonios que tienen sus hijos son los que menos adoptan y muchas veces personas de determinada edad que no han 
constituido pareja pero que tienen una inquietud y un amor por los niños terminan siendo quizás las mejores familias para adoptar. 
Aquí les estamos quitando a estas personas una potestad en el sentido de que gocen de una licencia porque todos sabemos que el 
momento de la adopción es difícil. Voy a contar una experiencia familiar referente a un matrimonio, unos tíos míos, que adoptaron 
varios niños, ya no de bebés sino relativamente grandes, incluso algunos de más de diez años, que son mis primos y los adoro. Sin 
embargo, los primeros días eran complejísimos. Por lo tanto, la posibilidad de que se dé esta licencia es muy buena, sobre todo 
para niños que ya tienen cierta edad. Entonces no sé si no habría que reflexionar sobre este artículo que termina siendo restrictivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.-- Establecidas las constancias sobre el artículo 35 y anunciados los aditivos del señor Senador Michelini — 
que la Comisión con mucho gusto esperará recibir y reconsiderar los artículos que sean sustitutivos-, pasamos a considerar la 
Sección VI, "Recursos Administrativos", artículo 40. 


SEÑOR MICHELINI.- El señor Senador Gallinal me hace una aclaración, informalmente, sobre la interpretación que él tiene acerca 
de la última expresión, del artículo 35, es decir, "el beneficiario en su caso". Él entiende que con esto se contemplarían todas las 
inquietudes o preocupaciones que yo tenía. Si es así, me parece que en el Plenario todos los lemas deberíamos hablar de la 
"interpretación Gallinal" para que luego no existan dudas con respecto a esta voluntad, porque la óptica del artículo cambia 
notoriamente y se fomenta la adopción. 


SEÑORA PERCOVICH.- En realidad, quería referirme al artículo 33. Nosotros habíamos presentado un sustitutivo que no fue 
votado en la Cámara de Representantes. Ahora lo acabo de recibir y no sé por qué no figura en el repartido. Quiero dejar esta 
constancia sobre el artículo 33, aunque no voy a pedir su reconsideración. 


De acuerdo a la fundamentación hecha por el señor Senador Michelini, aclaro que nosotros también habíamos entendido que 
aquellos menores que se adoptan con mayor edad —no los bebés- requieren una licencia mayor, porque el esfuerzo de adaptación 
también es mayor. Por lo tanto, propusimos un sustitutivo donde se tenía en cuenta esta característica, que en la legislación actual 
no se contempla. Quería dejar planteado esto en Sala porque, seguramente, habrá resistencia por parte de los empleadores. Sin 
embargo, considero que este es uno de los aspectos que entusiasmaría a la gente para adoptar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar la Sección VI "Recursos Administrativos". 
Léase el artículo 40. 
(Se lee:) 


"Artículo 40.- Declárase, a los efectos establecidos por el numeral 20) del artículo 85 de la Constitución de la República, que el 
término de ciento veinte días previsto por el inciso primero de su artículo 318 sólo es aplicable a los recursos de revocación y de 
reposición, incisos primero y cuarto del artículo 317 de la Constitución de la República, al decidir los cuales 'la autoridad 
administrativa” resuelve recursos interpuestos “contra sus decisiones'. Dicho término no rige para la resolución de los recursos 
jerárquicos de anulación y de apelación incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 317 citado, los cuales tienen por objeto 
decisiones no adoptadas por los órganos que resuelven dichos recursos. Todo ello, sin perjuicio de la obligación de resolver los 
recursos administrativos cuya decisión le competa, que recae sobre todo órgano administrativo." 


En consideración. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor, Presidente, como ya habíamos anunciado, nosotros vamos a votar esta Sección VI, pero 
básicamente consideramos que tiene alguna complejidad jurídica. No tengo la Constitución en la mano, pero hoy mi memoria está 
muy despierta. 


En esta norma, que es muy sana, se trata de evitar una posible interpretación que generaría tremendas dificultades, sobre todo 
cronológicas. El artículo 318 de la Constitución, que se interpreta en el artículo 40 de esta ley, establece que cuando se presenta un 
recurso administrativo, hay un plazo de 120 días a partir del momento que declare la ley como período de instrucción. Siempre se 
ha discutido cómo juegan esos 120 días. En realidad, con un criterio más simple, en las leyes se ha establecido que cuando se 
presenta un recurso hay 150 días de plazo, donde están contemplados los 120 y los 30 para la debida instrucción. ¿Para qué se 
establecen estos plazos? La intención es evitar que, cuando una persona presenta uno o dos recursos administrativos, los pongan 
en un cajón y nunca pueda ir al Tribunal de lo Contencioso Administrativo, ya que para hacerlo tiene que habérsele dicho que no. Si 


nunca le dicen nada, no puede ir al Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Para que ello no ocurra, en el artículo 318 de la 
Constitución se estableció lo que se llama "denegatoria ficta", que implica que transcurrido cierto tiempo se considera que dijeron 
que no, aunque no hayan contestado nada y, de esa manera, la persona puede ir al Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


No puedo dejar de criticar ciertas desprolijidades que son únicamente gramaticales y, por lo tanto, no creo que haya ningún 
problema en votarlas. Creo que las leyes de urgencia deben tener una enorme prolijidad y, particularmente, éstas porque si las 
Cámaras no se pronuncian —esa es la característica principal de una ley de urgencia, mucho más importante que el plazo- quedan 
aprobadas tal como venían. Por lo tanto, reitero que a mi juicio hay cierta desprolijidad. 


¿Qué quiere decir "Declárase, a los efectos establecidos por el numeral 20) del artículo 85 de la Constitución"? Significa que es una 
ley interpretativa y nada más. El artículo 85 en el numeral 20) establece que al Parlamento le compete interpretar la Constitución 
sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 256 y siguientes. Es competencia del Poder Legislativo dictar leyes interpretativas de la 
Constitución, que son obligatorias pero no auténticas y pueden ser constitucionales o inconstitucionales. Acá se expresa "a los 
efectos establecidos por el numeral 20)", pero este numeral no tiene ningún efecto establecido, sino que señala que es 
competencia suya interpretar la Constitución. Los efectos son dictar una ley interpretativa. Por lo tanto, debería decir interprétase 
"de acuerdo a lo establecido en el numeral 20)", pero me parece que tendría que quedar constancia de que es así. 


Por otra parte, el artículo 318 de la Constitución se refiere a dos institutos de distinta naturaleza: recursos administrativos y 
peticiones administrativas. Un recurso es una impugnación a algún acto, mientras que una petición es pedir que se dicte algo. 
Resulta que la interpretación que aquí se hace se refiere solamente a los recursos. Creo que la interpretación con respecto a los 
plazos de los recursos es muy buena, pero ¿quiere decir que se está excluyendo a las peticiones? Dice: "Declárase que el término 
de ciento veinte días previsto por el inciso primero del artículo 318 sólo es aplicable a los recursos de revocación y de reposición". 
¿Esto quiere decir que en las peticiones no rige el recurso cuando la Constitución dice expresamente que sí rige? Allí se expresa 
que toda autoridad administrativa tiene el deber de pronunciarse con respecto a los recursos y las peticiones, pero aquí no figuran 
las peticiones. 


Si en la Comisión existe acuerdo en cuanto a que no se ha excluido a las peticiones, sino que simplemente se está resolviendo si 
los 120 días se aplican a estos dos recursos o a todos, es decir, también en los casos en que se presenta la anulación -que acá 
dice que no y personalmente estoy de acuerdo-si todos compartimos que no se está haciendo una interpretación con respecto al 
tema de las peticiones, entonces que siga adelante. Sin embargo, si lo que se quiere decir es que se está excluyendo del artículo 
318 de la Constitución a las peticiones, no puedo votar una interpretación contraria al texto. Mi idea es que si existe acuerdo, debe 
quedar manifestado en la Comisión, tal como lo sugirió el señor Senador Michelini para otro tema, y después sería aclarado en el 
Plenario. Considero que aquí se quiso interpretar para cuáles recursos regían los 120 días sin decir nada acerca de las peticiones. 
En ese entendido, no tengo problema en votarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa informa que se encuentra en la Antesala el señor Presidente de ANCAP, pero sugiere terminar la 
discusión de este artículo antes de invitarlo a pasar. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: creo que este tema debe ser analizado con mayor profundidad. Más allá de las 
observaciones formuladas por el señor Senador Korzeniak, que comparto, pienso que deberíamos tomarnos un tiempo de reflexión, 
por lo menos, hasta la próxima sesión, con la finalidad de estudiar el tema. 


Estoy de acuerdo en cuanto a que, en primer lugar, no es correcto decir "Declárase a los efectos establecidos por el numeral 20) 
del artículo 85 de la Constitución". Pero este es un tema estrictamente de interpretación, es decir que lo que está haciendo el 
Legislador es interpretar con efectos generalmente obligatorios, como señalaba Justino Jiménez de Aréchaga, el artículo 318 de la 
Constitución. 


En segundo término, creo que ha sido desacertado haber excluido las peticiones y pienso que sería bueno hacer algunas 
consultas, para analizar este tema en la próxima sesión, ya que esto sería lo razonable. Digo esto, porque no me parece acertado — 
hablo con el mayor rigor legislativo y jurídico que trato de aplicar en el ejercicio de la función legislativa- que por una simple 
manifestación nuestra en Sala, podamos extender a las peticiones lo que está previsto exclusivamente para los recursos. Entonces, 
quizás la solución sea aprobar esto e inmediatamente encarar un proyecto de ley aparte, para solucionar este tema. Digo esto con 
la más absoluta honradez intelectual y jurídica. No creo que a través de una simple interpretación que hagamos los Senadores en 
Sala podamos extender este régimen previsto para los recursos a las peticiones administrativas. 


Coincido plenamente con el señor Senador Korzeniak, en cuanto a que es incorrecta la solución y en que hay una desprolijidad en 
este tema. Por lo tanto, al mismo tiempo pediría un plazo prudencial hasta la próxima sesión de la Comisión para realizar las 
consultas respectivas y ver en qué medida podemos encontrar una solución. Quiero señalar que lo que podríamos hacer sería 
aprobar esta disposición y luego dictar una ley en la que incluiríamos las peticiones. Si no las incluimos -lo digo con absoluta 
honradez- no quedaría clara la redacción. 


SEÑOR KORZENIAK.- Puedo observar que estamos de acuerdo en que hay desprolijidad, que el artículo aparentemente no 
comprende las peticiones y, por lo tanto, lo mejor sería darle una redacción mucho más clara, es decir, sustituir "Declárase, a los 
efectos ..." por "Declárase, de acuerdo a lo establecido ..." y luego decir que en materia de recursos —para no incluir el tema de las 
peticiones- se interpreta que el plazo es tal o cual, pero no lo dice así. De cualquier manera partí de la base —sin mucho esfuerzo 
intelectual- de que aquí no va a haber voluntad para modificar el artículo. Entonces, creo que una constancia hecha por todos los 
partidos en Sala orientaría, porque aun con desprolijidad es posible sostener que esto está resolviendo sólo un problema entre 
recursos, en cuáles rige el plazo y en cuáles no, y no hay pronunciamiento sobre las peticiones. Admito que la frase parece excluir 
las peticiones, pero, ¿qué sucede? No hay que mecanizar el principio interpretativo de que cuando la letra es clara no se puede ir a 
la intención. Digo esto porque la regla no dice eso. El título preliminar del Código Civil establece que cuando el sentido de la ley es 
claro, no se podrá excluir el tenor literal para ir a consultar su espíritu. Aquí es evidente que el sentido de este artículo no puede ser 
el de cambiar la Constitución, porque si es una norma interpretativa no puede tener como sentido modificar lo que dice la Carta. Por 
lo tanto, si hubiera buena voluntad y acuerdo político, se podría declarar por parte de todos los lemas en el Plenario y quedaría 
como la historia fidedigna de la sanción de esta ley, ese sentido para la norma. Obviamente, mucho más prolijo sería cambiar el 
artículo o incluirlo en otra ley. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- A medida que uno va pensando en estos temas y analizándolos, va encontrándoles un sentido. 
Quizás, quienes redactaron el artículo 40 del proyecto tuvieron en cuenta, exclusivamente, el tema de los recursos, porque está 
referido a los de "revocación y reposición". Pero pienso que a lo mejor no tuvieron presente las peticiones ya que, en realidad, lo 
que quisieron solucionar fue el problema de los segundos y terceros recursos. Dicho en otros términos, se mantiene el mismo plazo 
para la decisión de los recursos de revocación y de reposición. En definitiva, cuando se presenta una petición es, desde el punto de 
vista de los plazos, lo mismo que si se interpusiera un recurso de revocación y de reposición. ¿Qué es lo que quisieron hacer 
quienes redactaron esta disposición? Seguramente, pretendieron acortar el plazo de los recursos jerárquicos y de anulación. 
Entonces, esa es la razón y no fue un problema de desprolijidad sino que, en realidad, ellos previeron exclusivamente los segundos 
y terceros recursos y de allí que no previeron la petición. Esto se debe a que las peticiones seguirán teniendo el mismo plazo que 
tienen los recursos de revocación y reposición. En ese sentido, creo que esto nos da tranquilidad y podemos votarlo, más allá de la 
constancia en cuanto a que hubiera sido mejor redactar de otra manera el artículo 40. 


SEÑOR BRAUSE.- Quiero señalar que todos habremos de coincidir en cuanto a que la Ley no puede modificar la Constitución en 
ninguna situación, ni aun por la vía de la interpretación. Entiendo que al hablar de los recursos administrativos estamos ingresando 
en un tema en donde abundan la doctrina y la jurisprudencia y, por lo tanto, tenemos que caminar y razonar siendo muy estrictos. 
Teniendo presente que este texto no fue elaborado sin previas consultas con especialistas en esta materia, me parece que antes de 
continuar en su estudio, deberíamos aceptar la sugerencia del señor Senador Correa Freitas en cuanto a que nos tomemos algún 
día de reflexión y, al mismo tiempo hagamos algunas consultas, porque luego de esto me inclino a creer que no vamos a tener 
dificultad para alcanzar un acuerdo y encontrar una solución adecuada, dejando las constancias correspondientes en Sala. 


SEÑOR GALLINAL.- Voy a quebrar una lanza por quienes redactaron buena parte de este articulado, entre otras cosas porque 
estoy comprendido, así que la quiebro por mí mismo. Aclaro que no intervine en este capítulo de recursos administrativos, que fue 
redactado por el doctor Gonzalo Aguirre a quien se le había pedido expresamente que estudiara este tema. 


SEÑOR BRAUSE.- Quiero aclarar que el doctor Cajarville también intervino en la redacción. 


Me consta que en la intención de los autores, el tema de las peticiones no estaba incluido. Debo decir que el término "Declárase" 
está muy bien utilizado; no es "Interprétase" la palabra correcta. 


Simplemente queríamos dejar esta constancia y adelantamos que aceptamos la interpretación que dio el señor Senador Korzeniak, 
como así también la necesidad de las consultas que se solicitó realizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los artículos 40 a 42, con la interpretación dada y 
quedando a la espera de las futuras consultas. 


(Se vota:) 

- 9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

(Ingresa a Sala el Presidente de ANCAP) 

La Comisión Especial de Ley de Urgencia tiene mucho gusto en recibir al Presidente de ANCAP, señor Jorge Sanguinetti. 


Nos pareció oportuna su concurrencia, a fin de considerar concretamente el artículo 63 de la Sección IX. De esa manera, los 
señores Senadores que lo crean pertinente, podrán plantear sus dudas o inquietudes. 


Léase el artículo 63. 
(Se lee:) 


"Artículo 63.- Todo comprador de gas natural al por mayor cuyo consumo promedio anual sea no inferior a 5.000 metros cúbicos 
diarios queda habilitado a elegir su proveedor de gas natural entre los agentes nacionales o extranjeros autorizados en el marco de 
los acuerdos vigentes entre la República y otros países e importarlo sin restricción o exigencia de especie alguna, conviniendo 
libremente las condiciones de la transacción sin tener que pagar tarifa de importación alguna. 


Facúltase al Poder Ejecutivo, en los casos que determine la reglamentación, a reducir la cantidad mínima de metros cúbicos 
establecida en el inciso primero del presente artículo." 


SEÑORA PERCOVICH.- Quisiera hacer algunas preguntas al nuevo Presidente de ANCAP sobre ciertas dudas que ya le había 
planteado al ex Presidente Ache. 


En este artículo se elimina el cobro del canon y por lo tanto hay un cambio de las reglas de juego que había establecido ANCAP 
cuando se negoció la importación del gas, y en base a ello realizó determinadas inversiones. Queríamos conocer su opinión acerca 
de las consecuencias que esto pueda tener para el Ente, en virtud del monto de las inversiones que realizó en su momento, repito, 
basadas en esa contraprestación del canon. También desearíamos saber si a su juicio esto, de alguna manera, no disminuye su 
capacidad de negociación al entrar en competencia con otros posibles compradores. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Señor Presidente: me siento muy contento de concurrir a esta Comisión del Senado, donde tuve el honor 
de estar —aunque poco- y disfrutar mucho con el trabajo tan intenso que se estaba llevando adelante. 


También debo decir que he venido con las limitaciones que surgen del poco tiempo o de las pocas horas que llevo en ANCAP, y de 
no haber comentado este tema con los compañeros de Directorio. En este sentido, ustedes saben que tenemos una situación un 
tanto particular, puesto que hay Directores que posiblemente sean cambiados por otros. Por lo tanto, si bien me parecía que no 
podía demorar mi presencia aquí, los señores Senadores comprenderán que no estoy empapado del tema. 


De todos modos, voy a hacer algunas consideraciones sobre las preguntas que se me han formulado. 


Creo que la primera cosa que debemos advertir, es que se trata de dos temas absolutamente distintos: uno es el gas, y el otro el 
transporte. Es en este último en el que ha invertido ANCAP; no lo hizo en yacimientos de su propiedad en la Argentina. En 
consecuencia, sí comparto que ANCAP debe tener el retorno de la inversión, y debemos cuidar de que así sea -de otra manera, iría 
a pérdida-, salvo que alguien le compense la inversión realizada si se modifican las reglas de juego. Insisto, no es un tema de 
transporte, sino de compra de gas al exterior, que sí puede afectar al Ente de alguna forma en lo que tiene que ver con la 
competencia del gas con el fuel-oil, que es uno de los productos que suministra actualmente. 


A su vez, hay que considerar el otro gran tema, que como industrial me tocó vivirlo en Argentina, donde manejaba doce centrales 
termoeléctricas que se abastecían originalmente de fuel-oil y que luego pasaron a hacerlo con gas. Indudablemente, podemos decir 
que es un cambio extraordinario desde el punto de vista económico por el menor costo y la estabilidad de los precios del gas, 
puesto que al ser un producto difícilmente transable internacionalmente, no sigue el paralelismo del costo que tiene el barril de 
petróleo, que está permanentemente oscilando. De esta forma, se tiene un combustible con un costo muy estable y menor que el 
fuel-oil llevado a BTU y, a su vez, la operación de las calderas que queman este producto es mucho más sencilla y onerosa por el 
menor mantenimiento, por ser más limpio. Otro aspecto importante desde el punto de vista del medio ambiente, es que los gases 
que emanan de las calderas no contienen azufre. En definitiva, pienso que el tema del gas es muy importante. 


Por otro lado, acerca de cómo puede esto afectar a ANCAP y cómo beneficiaría al conjunto de la sociedad, podemos decir que la 
industria va a tener un combustible más barato. Además, tengamos en cuenta que en Argentina toda la generación se hace con 
gas. En el Uruguay, lamentablemente no es así porque no tenemos este combustible. 


¿Qué va a pasar en el futuro? Según los gasoductos que habrá, se estima que aproximadamente un 75% de los clientes que 
utilizan fuel-oil de ANCAP pasarán al gas; el restante 25% no lo hará porque los gasoductos estarán alejados. ¿Cómo afecta esto a 
ANCAP? De acuerdo con las informaciones que he podido obtener en la mañana de hoy, dentro de la facturación de ANCAP, el 
fuel-oil ocupa el 3% o 4%. De todos modos, hay que observar un hecho que es realmente interesante; me refiero a que — 
contribuyendo con el tema de la industria- ANCAP está vendiendo el fuel-oil prácticamente a pérdida, es decir, no tiene 
contribución. Esto quiere decir que si el gas se introdujera a nuestro país, no le generaría a ANCAP un grave problema. 


Tengo entendido que como un subproducto de la destilación en la refinería, hay excedentes de fuel-oil. Y si éstos no se colocan 
acá, habrá que ver adónde se podrán vender. 


Esto es cuanto les puedo informar, en función del poco tiempo que hace que ocupo el cargo. Si los señores Senadores quieren 
realizar alguna otra pregunta, puedo recabar información la semana entrante y transmitírselas con mucho gusto. 


SEÑOR CID.- Simplemente, quisiera hacer algunas precisiones, porque éste es un tema extraordinariamente complejo, que refiere 
a la matriz energética del país, dejando de lado las consideraciones de lo que tendría que ser una política puntual sobre cómo va a 
evolucionar el país en la utilización de los recursos que son naturales o que se adquieran en el futuro, como es el caso del gas 
natural. En este sentido, la Ley de Urgencia nos coloca en la disyuntiva de tener que discutir sobre un tema puntual que hace a un 
problema que trasciende este artículo. Aparentemente, cuando se trata puntualmente este tema, resulta menor el problema, pero 
debería realizarse una discusión formal, y esto hace al porqué votamos en forma negativa la Ley de Urgencia. 


Según tengo entendido, de acuerdo con algunos informes, para hacer viable la introducción del gas natural al país, existió por parte 
de ANCAP y de UTE una estimación del consumo. En el caso de ANCAP, se maneja la cifra de 1:500.000 metros cúbicos—día y por 
parte de UTE se habla de 500.000 metros cúbicos-día. Evidentemente, estos resultados daban factibilidad, pero lo que no me 
queda claro es la participación de ANCAP en la construcción del gasoducto. Según creo, participa en un 20% del gasoducto Cruz 
del Sur y en un 45% en el de Paysandú. Por lo tanto, lo que compra ANCAP es la transmisión, es decir, el transporte del gas. 
Siguiendo este razonamiento y teniendo en cuenta que ANCAP va a ser dueño —reitero- en un 20%, del gasoducto Cruz del Sur, 
entiendo que, por esa conducción, van a transportarse 2:000.000 de metros cúbicos-día de gas natural. Este el compromiso que 
existe, por el cual el país va a introducir determinada cantidad de gas natural, de la cual ANCAP se compromete por 1:500.000 de 
metros cúbicos-día. Por lo tanto, este artículo habilita a que un industrial que consuma más de 5.000 metros cúbicos, pueda 
acceder a la compra con otro proveedor, pero siempre va a quedar enganchado a una conducción única. En definitiva, lo que no me 
queda claro es cómo podría afectar negativamente a ANCAP, que sólo va a vender la conducción, el hecho de que un proveedor 
nacional —es el caso, por ejemplo, de Metzen y Sena, del que tanto se ha hablado en estos días- compre, en boca de pozo, el gas 
natural que va a alimentar su proceso productivo. En mi opinión, ahí no habría afectación del canon y, sin embargo, el Poder 
Ejecutivo expresamente propone que no se pague ese canon a ANCAP. Entonces, ¿cómo afecta, en esa presupuestación de U$S 
800:000.000 anuales de ANCAP, la exoneración de este canon a la transmisión del gas, en la recuperación de esa inversión que, 
por ejemplo, en el Norte es muy importante, porque constituye prácticamente la mitad? 


SEÑOR SANGUINETTI.- Quisiera aclarar que de esos 1:500.000 metros cúbicos a que hace referencia el señor Senador Cid, 
500.000 están contratados por CONECTA. Además, se están negociando con GASEBA 500.000 metros cúbicos, asunto que se va 
a resolver en poco tiempo. A su vez, se destinan a ANCAP 300.000 metros cúbicos para el proceso de co-generación. Por lo tanto, 
del total, tenemos colocados 1:300.000, y nos resta negociar por 200.000. En este sentido, quiero destacar que el tema del gas es 
diferente al de la transmisión, ya que, por un lado, lo que se ha comprado es un sistema para llevar combustible, que es donde 
ANCAP ha puesto el dinero, y, por otro, se maneja la libertad de comprar gas, el que después hay que transmitir. 


Sin duda, tengo la misma preocupación que el señor Senador Cid, porque ANCAP invirtió en función de brindar un servicio y tener 
un retorno, y me interesaría que sucediera de ese modo. En todo caso, puedo enviar las palabras que dije el día que asumí, 
cuando establecí el criterio de que tiene que haber una política equitativa entre los Entes, de manera que aquél que invirtió, reciba 
lo que corresponde y, en caso de que se decida lo contrario, se le devuelva el dinero invertido, a los efectos de que los Entes 
quedaran compensados. Por lo tanto, considero que no podemos tener una política determinada, que demande una inversión que 
después se cambie, sin obtener el correspondiente retorno. En definitiva, la preocupación que manifiesta el señor Senador es 
válida. 


SEÑOR CID.- Lo que afirma el señor Presidente de ANCAP es muy importante, porque, obviamente, uno pretende defender, como 
prioridad número uno, las empresas del Estado. Sin embargo, el artículo 63 establece una liberalidad en las condiciones de 
transacción, a las cuales se agrega el no pago de tarifas de importación. Esto quiere decir que ANCAP difícilmente podrá resarcirse 
de la inversión si un proveedor particular contrata la compra de gas en otro pozo. 


Según percibí, el señor Presidente de ANCAP habla de los Entes y cuando refiere a que pretenderá resarcirse de la inversión, está 
teniendo en cuenta que le va a cobrar a UTE por transferencia de gas natural cuando remodele su planta de producción energética. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Tal vez no fui claro en cuanto a que aquí hay dos temas que son absolutamente distintos. Lo que acá se 
está liberalizando es la compra del producto, en lo que ANCAP no tiene nada que ver, es decir, es un mero espectador, aunque lo 
afecta en cuanto a que le puede sustituir uno de sus productos; pero en la medida en que esta sustitución sea buena para el país, 
la tenemos que aceptar. 


Más aún, ANCAP lo va a utilizar, o sea que va a comprar gas para su propia actividad industrial porque es bueno para el Ente. 


El otro tema, que es absolutamente distinto, es el del transporte de ese gas. Existe un sistema de transporte en el que ANCAP ha 
invertido y se ha comprometido a utilizarlo por 1:500.000 metros cúbicos diarios. De acuerdo a la información que tengo, que es 
primaria —como reconocí cuando comencé-, se puede plantear que tenemos 1:300.000 metros cúbicos colocados y nos falta 
colocar 200.000 de esa capacidad de transmisión que está contratada y que es la que hizo posible el gasoducto, ya que si no se 
contrataba esa cantidad fija nadie podía construirlo. Sin duda, lo hizo ANCAP para que ocurriera ese hecho, pero no lo hizo sin 
saber cuál iba a ser el destino, o sea, quién iba a demandar esa capacidad de transporte. Repito que se tiene estimado que 
estarían colocados 1:300.000 metros cúbicos y sólo faltaría ubicar 200.000. 


SEÑOR GALLINAL.- En primer lugar, quiero expresar la satisfacción que siento de recibir al Presidente de ANCAP, a quien le 
deseamos mucho éxito en el ejercicio del cargo en los próximos años. En alguna medida, buena parte de la suerte del país pasa 
por el desarrollo que pueda tener ANCAP en el transcurso de los próximos años, básicamente en el tema combustible que hoy nos 
preocupa a todos. Bastaría decir que la tercera parte de la inflación que tiene el país es producto del precio de los combustibles; el 
componente más importante de la inflación es el combustible. 


Como comentaba en el día de ayer fuera de la Comisión con algunos señores Senadores, me parecía legítimo invitar al Presidente 
de ANCAP y creo que lo propio se va a hacer con el Presidente de UTE, pero pienso que uno de los principales invitados debería 
ser el Ministro de Industria, Energía y Minería ya que esta norma fue redactada en consulta con él. Esto es así porque esta Cartera 
es la que tiene la responsabilidad de buscar un marco jurídico que contemple todas estas situaciones. 


Además, nosotros no podemos legislar en función de la prioridad que pueda tener para nosotros ANCAP o UTE, sino que lo 
debemos hacer en función de la prioridad que es para nosotros el país y la ciudadanía; este es el alcance que tiene esta norma, 
que desregula derogando parcialmente un monopolio. ANCAP tiene el monopolio de la importación de petróleo y sus derivados, así 
como el de la refinación. Lo que se hace con esta norma es derogar parcialmente ese monopolio en lo que se refiere a la 
importación de productos y con esto la gran beneficiada es la población del país. Actualmente, merced a ese monopolio, se está 
importando gas y ANCAP actúa meramente como agente de la importación, y no es necesaria su participación. Como consecuencia 
de eso cobra un canon, lo que encarece el precio del producto. Nadie pretende ocultar a la población y menos al Parlamento que lo 
que se pretende es derogar parcialmente un monopolio que existe desde el año 1931, y que en los hechos se va fisurando a 
medida que se va avanzando en el desarrollo tecnológico. Hace pocos días, en el Presupuesto Nacional nos vimos en la necesidad 
de derogar, también parcialmente, el monopolio en lo que refiere a la importación de asfalto porque al Estado, que es el comprador 
del 98% de este material que se utiliza en el país, le resulta más caro comprárselo a ANCAP que importarlo directamente o 
comprarlo a través de otros agentes. Además, eso no afecta la realidad económica de ANCAP porque significaba poco menos del 
2% del presupuesto anual. En este caso no sé qué porcentaje de los ingresos de ANCAP representarán los cánones que se cobran 
como consecuencia de la importación del gas, pero tengo entendido que también es una cifra muy menor, que no tiene 
significación. 


Por eso me parece muy clara la precisión que hace el señor Presidente de ANCAP en cuanto al tema del contenido y el transporte. 
Aquí estamos hablando del contenido, que es el que queda derogado. En cuanto al transporte, ANCAP ha hecho una inversión y lo 
va a hacer en régimen de competencia porque allí no va a haber un monopolio. En todo caso, podrá haber un oligopolio como 
consecuencia de este invento de que al gasoducto le pusieron dos bocas de entrada, una para UTE y otra para ANCAP. Veremos 
en qué forma se define eso en los próximos tiempos y quizás por eso es que se pretende invitar al Presidente de UTE para que 
venga a hablarnos sobre este tema. De todas maneras me parece correcto lo que hizo ANCAP en el sentido de salir a buscar 
mercados. El Ente quiere asegurarse 1:500.000 de metros cúbicos, que es lo que le permite lograr el retorno de la inversión 
realizada. Ya está muy cerca de alcanzarlo porque ya está en 1:300.000, pero no sería de descartar que en un futuro muy próximo 
GASEBA también quiera ingresar en ese mercado de transporte, ya que me parece que no está impedido de realizarlo. 


SEÑOR CID.- El señor Senador Gallinal conoce en extenso el articulado y quiero formularle una pregunta porque, en realidad, no 
me hice entender con el señor Sanguinetti respecto al alcance de este artículo. Me queda claro que aquí hay dos temas; uno es el 
pozo de gas natural y otro, la transmisión. Estamos hablando de la transmisión y hace muy bien ANCAP en contratar clientes "a 
priori" para distribuir ese 1:500.000 de metros cúbicos de gas. Pero eso es ahora; creo que este artículo, que dice "sin tener que 
pagar tarifa de importación alguna", se refiere al canon. Entonces, ¿qué es lo que va a pasar? Que esos que hoy contrataron con 
ANCAP seguramente van a ir a hacerlo con el dueño del pozo para evitar pagar el canon. En consecuencia, la expresión "sin tener 
que pagar tarifa de importación alguna", ¿se refiere al canon o a algún otro criterio impositivo que no está contenido acá? Esa es la 
pregunta que quise hacer al señor Presidente de ANCAP. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Creo que no me expliqué bien. La compra de gas no va a pagar nada, pero deberán pagar el transporte. 
ANCAP tiene capacidad de transporte y tiene colocada una parte, quedándole otra por vender. Es decir que la inversión que hizo 
ANCAP está cubierta porque tiene contratos. Ya hay un contrato firme con CONECTA, se está terminando uno con GASEBA y 
también va a comprar para sí mismo. Si mañana aparece alguien que compra determinada cantidad de metros cúbicos diarios en 
Argentina, después lo tiene que traer y va a tener que buscar quien lo haga, y ANCAP tiene una pequeña capacidad disponible. A 
su vez, a mi juicio —vuelvo a decir, con mis pocas horas de estar en ANCAP-, el Ente tiene que pasar a ser representante de 
quienes tienen gas en la Argentina para ofrecerlo en Uruguay, y no con un canon sino que, por tratarse de un comprador mayorista, 
pueda tener una capacidad comercial como para decir que se queda con el 2% ó 2,5% de comisión por vender algo que no es 
suyo, pero que representa como gran comprador y como la gran empresa vendedora de combustible del país. 


Esa es la primera actividad, porque es la que se realiza en forma natural en ANCAP y que tiene que ver con proveer de 
combustibles al país, pero también puede proveer los suyos y los de otros. Entonces, en vez de que alguien deba salir buscar a la 


Argentina 3.000, 5.000 o menos metros cúbicos diarios, de pronto ANCAP puede comprar 30.000, 40.000, 50.000 ó 100.000 y 
venderlos, y obtendrá un precio mejor que ellos porque va a comprar un volumen mucho mayor. Además, ANCAP se queda con 
una parte de esa ganancia, que es legítima, porque desarrolla una actividad comercial. Pienso que eso es bueno para ANCAP, y 
debe tender a desarrollar ese tipo de actividades. 


Si se me permite, quisiera salir un poco de la temática que se está considerando y expresar que todos queremos que el Uruguay se 
actualice, se modernice y que las empresas públicas continúen con toda la fuerza que tenían y deben tener dentro de un mundo 
nuevo. Esa capacidad hay que desarrollarla y para eso hay que dejar la teoría e ir a la práctica. 


O sea que considero que ANCAP debe ingresar en esos campos, pues representa una buena oportunidad. En lugar de que salgan 
muchos a buscar poco, es mejor que haya alguien que compre mucho, lo vuelva a vender aquí y genere un precio menor para 
quienes lo van a consumir, además de una ganancia para ANCAP. Asimismo, se negocia el transporte en forma mayorista y, de 
esta manera, se puede servir al minorista. 


En consecuencia, considero que esto no lesiona a ANCAP. Además hay que tener en cuenta que el gas es un gran beneficio para el 
país, por lo que ANCAP tiene que participar de él en todos sus campos: en la compra, en la transmisión y también, como lo ha 
hecho, en la propia distribución, porque es socio de CONECTA, que está en la distribución. O sea que ANCAP continúa y va 
ampliando su campo de acción. 


No sé si con esto he aclarado las dudas del señor Senador Cid. 
SEÑOR CID.- De a poco se van aclarando. 


SEÑOR BRAUSE.- Con el ánimo de procurar aclarar las dudas planteadas por el señor Senador Cid, debo decir que el enfoque 
que habría que darle al tema tiene que ver con la distinción entre tributos y precios. Como lo ha señalado el señor Presidente de 
ANCAP, esta empresa tiene reservado el derecho del transporte, por lo que quien quiera negociar con ANCAP el transporte del 
combustible de gas, va a tener que pagar un precio. A esto se refiere justamente la norma cuando dice "conviniendo libremente las 
condiciones de la transacción". El transporte está involucrado en esa transacción, la que se va a convenir libremente. La norma 
termina expresando: "sin tener que pagar tarifa de importación alguna". Aquí entramos en el campo del tributo, es decir que para 
ingresar el producto no paga ningún tributo. Aquí radica la diferencia; es decir, estamos hablando del tributo a la importación, que 
es lo que queda fuera del campo de la negociación, porque no está gravado. Esta es la distinción que hay que hacer. 


Para resumir, quizá podríamos señalar que el vocablo "tarifa" no es estrictamente el correspondiente desde el punto de vista 
técnico. Esta es una vieja discusión en la cual hoy en día se puede decir que estamos totalmente de acuerdo en que lo que quiere 
significar es el aporte o la contribución que se le debe al Estado. Entonces, del punto de vista técnico, lo que esto quiere significar 
es que la importación está libre de tributos. Ahora, la negociación del precio del transporte es algo que no está comprendido en esta 
norma y, naturalmente, queda libre para transar en la negociación en la cual participa ANCAP. 


SEÑORA PERCOVICH.- Una de las preguntas que le quería hacer al señor Presidente Sanguinetti, es sobre el razonamiento que 
hacía con relación al poder de compra de ANCAP y de los que van a tener posibilidades mucho menores que esta empresa de 
negociar los precios. Me pregunto qué necesidad existía por parte del señor Ministro de Industria, Energía y Minería de elaborar 
esta norma, que creo no es conveniente para la negociación del precio. Digo esto porque quien tiene mayor capacidad para 
negociar es el comprador de mayor volumen. Para los que tienen un pequeño volumen en cuanto a las posibilidades de compra del 
Uruguay, les será más difícil la negociación de un mejor precio; en cambio ANCAP se encuentra en inmejorables condiciones. 
Entonces, pregunto qué necesidad había de eliminar el monopolio que tiene actualmente ANCAP para tener más fuerza en el 
mercado argentino. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Debo decir que esta norma le hace mucho bien a ANCAP. Si no existiera, yo me preocuparía, porque 
obliga a ANCAP a utilizar su capacidad de hacer. En cuanto a la ventaja comparativa que señaló con claridad la señora Senadora, 
cabe aclarar que ahora va a tener que demostrar que la sabe utilizar, ya que tiene la posibilidad de comprar grandes volúmenes y 
colocarlos entre aquellos que quieren comprar pequeños volúmenes. Entonces, si esta norma no existiera no sé si ANCAP tendría 
ese estímulo para desarrollar la capacidad de comprar barato, obtener una ganancia y no vender caro. 


Hace unos días expresé que hay algo que me preocupa enormemente —como dijo el señor Senador Gallinal, nos debe preocupar a 
todos- y es que estamos en el MERCOSUR y, aparentemente, nos dirigimos hacia mercados aún mayores. Entonces, ¿cuál es la 
condición básica para poder competir con aquellos productos que ingresan al Uruguay? Pienso que es la de tener insumos al 
mismo precio. Asimismo, ¿qué es lo que necesitamos para lograr ese deseo que tenemos de aumentar las exportaciones? Tener 
insumos a precios internacionales para poder competir con el mercado. Esto es algo que tenemos que corregir, porque cuando 
hablamos del costo Uruguay, este tema es parte de ello. Entonces, hay que buscar la forma de que esto quede alineado a los 
costos del Uruguay de manera que podamos ser competitivos. Insisto en que en el caso del gas, esto no afecta al pequeño 
comprador, sino que le da la oportunidad de comprar directamente. Asimismo, tampoco se afecta a ANCAP, que tiene, como lo ha 
dicho la señora Senadora Percovich, y lo reconozco, la capacidad de comprar volúmenes más grandes y acceder a mejores precios 
obteniendo así un margen de ganancia; de esta manera, también gana el pequeño productor a través de la acción que lleve 
adelante ANCAP. A su vez, se protege al pequeño productor o consumidor, en el sentido de que si ANCAP no tiene esa capacidad, 
no esté obligado a pasar por esta empresa y pagar un precio superior al que se pagaría en el país de origen. 


Creo que esto es algo que no cercena una oportunidad a ANCAP, sino que le da posibilidades al pequeño consumidor. Debo decir 
que como Presidente de ANCAP me voy a preocupar sinceramente y voy a llamar a los responsables de las áreas, si es necesario, 
para que expliquen por qué hay un consumidor chico que compra directamente y ANCAP no le puede vender; en ese caso, habría 
algo que no funciona. De esa manera, nos aseguramos que el que quiera algo, lo va a obtener a un precio internacional. 


SEÑOR KORZENIAK.- Creo que en los hechos se está planteando una discusión, por más que el objetivo de la Comisión es 
escuchar información y no deliberar entre nosotros ni con el señor Presidente de ANCAP. De todas maneras, voy a dejar sentado 
mi punto de vista al respecto. 


Mi opinión es que una empresa pública debe funcionar bien y que es responsabilidad del Gobierno designar gente que pueda 
cumplir con ese cometido; supongo que así lo ha hecho en este caso. Por lo tanto, la mayor finalidad de una empresa pública es 
tener eficacia para sí, pero sin olvidar nunca la eficacia más importante, que es la que refiere a la sociedad. Así, se decía que 
ANCAP tiene fuerza para importar por sí misma y ofrecer sus productos a un precio que a la sociedad le resulte más barato. 
Entonces, se plantea la discusión de si lo puede hacer en libre competencia o teniendo el monopolio. Para mí, este punto es 
clarísimo: todas las empresas públicas lo debieran hacer aun teniendo el monopolio. 


Ahora bien, una empresa puede traer todo el gas natural que quiera sin pagar tributos a la importación y naturalmente va a tener 
que pagar una tarifa por el transporte. Si esto supone derogar parcialmente el monopolio de ANCAP, ¿esto significa que esta 
empresa puede dedicarse a vender gas natural en lugar de usarlo en su industria? Parto de la base de que ANCAP no paga 
tampoco derechos por importar el gas que transporta para sí, y sobre esa base hago esta consulta, que es exclusivamente una 
pregunta y no una objeción. 


SEÑOR DE BOISMENU.- Adhiero a las palabras señaladas, y es un honor para todos nosotros que el señor Presidente de ANCAP 
esté presente en esta sesión de la Comisión. Del mismo modo, creo que va a ser bueno escuchar al señor Presidente de UTE, 
quien estuvo hace pocos días en la Comisión de Industria y Energía. En definitiva, se está empezando a redondear, como decía el 
señor Senador Cid, lo difícil que es este tema, del que me siento todavía muy lejos. 


Comparto lo que señalaba el señor Senador Korzeniak en cuanto a que pretendemos que las empresas públicas, los entes o 
cualquiera sea el apellido que se le quiera poner, defiendan a todos los ciudadanos y a nosotros personalmente, como integrantes 
de esta nación. Lo que sucede en este caso es que, como decía el señor Sanguinetti, por primera vez estas empresas van a tener 
que empezar a competir, y por eso se les da la oportunidad a los otros de negociar. En este caso, creo que ANCAP está en mejores 
condiciones, porque como muy bien señalaban el señor Sanguinetti y la señora Senadora Percovich, es un comprador mayor, y 
como tal tiene mejores posibilidades de comprar más barato. 


Me parece que es positivo que ANCAP compita, al igual que el resto de las empresas públicas, y nuestra experiencia al respecto en 
el Banco de Seguros también ha sido muy buena. En este sentido, hay una sensación que es menor en nuestra generación, pero 
que se da con mayor intensidad en la de nuestros hijos: las empresas públicas empiezan a aparecer más simpáticas con este tipo 
de medidas, mientras que son terriblemente antipáticas para las generaciones anteriores. Como anécdota, quiero comentarles que 
en el día de ayer me llamó por teléfono mi hijo y me preguntó cuándo los Senadores íbamos a hacer algo en el tema de las 
telecomunicaciones, porque resulta imposible pagar U$S 1 más IVA el minuto para llamar desde el interior y poder mantener los 
negocios que se están haciendo. Quizás el día que haya competencia se tenga que seguir pagando esa tarifa, pero por lo menos 
ya no va a existir ese argumento y no van a poder seguir llamándonos. 


Entonces, en una situación de competencia, tengo la impresión de que el usuario va a trabajar más feliz, porque va a sentir que 
nadie lo está coaccionando ni obligando a pagar cosas que no tiene que pagar, a través de lo que ellos llaman "tarifas". A su vez, va 
a existir la posibilidad de empezar a pensar en otro tipo de cosas. 


Pero la otra vuelta a la cadena o a la rueda, como dicen los paisanos, es que ANCAP va a tener que ser muy vigilante y agresiva en 
sus negociaciones, porque si esta empresa pública da pérdida, todos nosotros volvemos a pagar. Justamente, el anterior señor 
Presidente de ANCAP, en la Comisión de la Cámara de Diputados, señalaba que esto va a beneficiar muy fuertemente a los 
usuarios, pero va a ser un duro trabajo para la Administración. Y este es el mensaje que surge de esta reunión que estamos 
teniendo. 


Creo que el tema de UTE va a ser más fácil de comprender que el de ANCAP, porque al trabajar con gas va a lograr una 
disminución realmente en los costos de la electricidad y nosotros, como usuarios, como integrantes de la comunidad, vemos que 
realmente hay un efecto muy positivo derivado de la importación de gas. Pero tenemos la impresión de que el sacrificio de ANCAP 
sin conocer nada y empezando a ver este tema- es realmente difícil. 


Parecería que los caños, que son las carreteras de conducción —por lo menos de Gas del Sur; no sé si ocurre lo mismo con Gas del 
Norte-, son propiedad de una empresa externa, como si existiera una concesión. Entonces, aparecería una cañería inicial, que en 
el caso de Gas del Sur tendría su origen en Buenos Aires, con destino al pasaje del río frente a Colonia, en la cual va a haber una 
inversión directa del Estado uruguayo. Tengo la idea de que el corazón que empuja el gas —que es el centro, tal vez, del problema-, 
pertenece a los uruguayos, es decir, es una inversión de la empresa uruguaya. Esto es lo que le da presión al suministro de gas, de 
manera que si se quisiera cambiar el volumen de importación, habría que cambiar esa máquina. Al mismo tiempo, veo que el futuro 
apunta a llegar al sur brasileño; de lo contrario, los usuarios uruguayos no tendrían la posibilidad de disponer de gas en el Uruguay. 


En definitiva, es un tema bastante complicado y, como bien dijo el señor Senador Cid, tendríamos la obligación de entenderlo en su 
totalidad para podernos explicar el futuro de este negocio. 


SEÑOR GALLINAL.- Si como consecuencia de esta norma, mañana ANCAP es capaz de competir y ofrecer un producto -como 
resultado de dos componentes que ANCAP va a tener y que difícilmente puedan tener otras empresas, que es, por un lado, el 
producto en sí mismo con un precio determinado y, por otro, el transporte-, más económico para el que lo está necesitando, 
bienvenido sea; y si en esa competencia no está en condiciones de ofrecer un mejor producto y un mejor precio, y sí lo ofrece otro, 
también sea bienvenido, porque en definitiva siempre se va a estar beneficiando el consumidor. 


Incluso este monopolio no tiene mucho sentido. Hay un decreto de la Administración anterior que en alguna medida permite la 
importación del gas natural prescindiendo de ANCAP, pero que establece que una vez que se encuentra en territorio nacional, la 
empresa debe pagar un canon a ANCAP por el solo hecho de haberlo introducido, sin que el Organismo tuviera nada que ver ni 
siquiera en el transporte del mismo. 


Sí señalo -a raíz de la pregunta que hacía el señor Senador Korzeniak- que el monopolio en el tema del petróleo respecto a ANCAP 
tiene dos componentes: uno es la importación y el otro el refinamiento. De hecho, en plaza se encuentran combustibles que no los 
vende solamente ANCAP, aunque sí se los compran para poder venderlos. O sea que perfectamente puede suceder que se venda 
en plaza un gas natural que no necesariamente sea aquél que se importó a través de ANCAP. Ese es uno de los objetivos que se 
buscan a través de esta norma. C 


Creo que vamos a avanzar mucho en el correr del año que viene en la discusión de todos estos temas y ANCAP va a ser tema de 
polémica, debate y análisis en el año 2001. Nosotros disponemos de estudios en virtud de los cuales se asegura que el litro de 
nafta importado puesto en la estación de servicio es más barato que el litro de nafta producido por la refinería actual de ANCAP o 
por la que se va a construir. Ese es un tema que tendremos que discutir finamente en el transcurso del próximo año. 


Finalmente, señor Presidente, queremos señalar que me produce una gran satisfacción que aquí venga el Presidente de ANCAP y 
nos diga que está de acuerdo con la norma. 


SEÑOR MICHELINI.- Yo quizás tenga un punto de vista distinto sobre este tema y por eso tengo algunas preguntas para formular 
al señor Presidente de ANCAP. 


Creo que lo primero que tenemos que discutir con ANCAP es la transición. ¿Por qué digo la transición? Porque todo lo que 
signifique que la gente o las empresas no estén cautivas de un solo proveedor, va por buen camino, va abaratando los precios; lo 
peor es que haya un solo proveedor que tenga cautivo al que sea. Supongo que en la cabeza del señor Ministro de Industria y 
Energía estará la idea de que puedan venir los industriales diciendo que tienen energía cara; cuando se trata de electricidad, la 
pueden ir a contratar a la Argentina -independientemente de que por mucho tiempo se demoró la aplicación del marco regulatorio 
por parte del Gobierno anterior- y, el caso del gas, deben pasar por el tema de ANCAP. Entonces, la sensación que tengo es que 
tenemos que estudiar el asunto, no desde el punto de vista de ANCAP, sino de las industrias. Acá hay miles de puestos de trabajo 
que mañana pueden estar peligrando porque el industrial uruguayo no tiene las mismas condiciones que el industrial argentino. 
Demos a los que generan trabajo las mismas condiciones. 


Ahora bien: cuando se pone este artículo empezamos con un problema de adaptar la realidad existente a la nueva. Eso puede 
tener algunos efectos no deseados ni buscados que hay que navegar, como supongo que tendrá que hacer el Presidente del 
Directorio de ANCAP cuando pretende llevar adelante determinadas ideas y traspasar la realidad existente a la futura. Seguramente 
el monopolio de muchas cosas no le gustará, pero deberá ir desactivándolo poco a poco; no lo puede hacer en un solo acto y en un 
solo momento. 


Hoy el gas está a disposición de los industriales porque alguien invirtió en su transporte. Que el gas se traiga en barco, para mí 
tiene otras connotaciones complejas de seguridad y demás; el que se trae por cañería, en cambio, tiene un nivel de 
comercialización y de facilidad de uso que no tiene cuando se trae por otros medios de transporte, además, naturalmente, de otros 
costos. Aquí ANCAP invirtió en el transporte y hoy le estamos dando a un privado la facilidad de beneficiarse —llamémosle así- de 
esa inversión inicial que hizo ANCAP. Entonces, quisiera saber algunas cosas. 


El hecho de que el industrial reciba la energía más barata va en favor del empleo; que no esté cautivo de un solo proveedor, va a 
bajar el precio de la energía. El problema es —y lo digo con toda sinceridad- cómo hacemos esta transición para que quien puso los 
recursos no los pierda. Si el que hubiera puesto los recursos fuera un privado, los titulares en los diarios estarían poniendo hoy el 
grito en el cielo, pero como en este caso es un Ente público y terminamos pagándolo todos, no tiene esa dimensión. El problema es 
cómo hacemos la transición. 


Cuando un privado compra, si pasa por esa cañería, ¿ANCAP va a recibir parte del canon de esa empresa que se conformó? ¿O la 
inversión sólo fue en función de que alguien se compromete a comprar un porcentaje de gas y por eso pone la plata, es decir que 
está dando un canon adelantado? Son dos cosas diferentes que yo no conozco. ¿ANCAP es socia? 


SEÑOR SANGUINETTI.- Sí, señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Por lo tanto, todo gas que pasa por ahí y no sea por los acuerdos que los socios tengan, paga un canon. Es 
decir que ese privado va a tener que pagar un canon a esa empresa, donde una parte vendrá para ANCAP. 


SEÑOR SANGUINETTI.- No tengo todas las informaciones y en qué porcentaje participa y cuánto o cómo será retornado. Pero eso 
es algo que ANCAP ha cuidado siempre y es lo que yo manifestaba. De lo que tenemos que asegurarnos es de eso. Incluso esto es 
muy dinámico, porque hay discusiones con UTE de cómo debemos distribuirnos esa inversión que se hizo y cómo debemos recibir 
los retornos proporcionales. 


Creo que el concepto que plantea el señor Senador Michelini es absolutamente claro: acá hay una inversión que ha hecho una 
empresa, y esa empresa tiene el derecho de recuperarla en el plazo que sea conveniente. Conceptualmente estoy de acuerdo. No 
le puedo decir de qué forma se va a hacer, aunque con mucho gusto dentro de unos días le puedo dar ese informe acerca de 
cuánto es lo que se ha invertido desde el punto de vista societario, cuánto desde el punto de vista del transporte, y cómo va a ser el 
retorno para compensar las inversiones que se han hecho. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece esencial que el Presidente de ANCAP nos acerque dicha información. 


La segunda cosa es que ANCAP tenía clientes cautivos, y propuso una inversión en función de dos millones de metros cúbicos de 
consumo diarios. Al abrir esta situación -independientemente de que sea bueno que ANCAP genere competencia- las proyecciones 
que hizo podrían no cumplirse, ya que el legislador cambia las reglas de juego, más allá de quién vota o no. 


Al cambiar las reglas de juego, puede ocurrir, incluso, que ANCAP no venda sólo 2:000.000 de metros cúbicos —de hecho, ya tiene 
colocados 1:300.000 metros cúbicos- sino que coloque más y haya proveedores privados, pero que el volumen de dinero 
recaudado por el gas que pasa sea menor que el proyectado. No se trata solamente del problema de que pase determinado 
volumen de gas por las cañerías y ANCAP lo coloque; puede colocarlo, e incluso tener un mayor consumo, pero recibir menos que 
las tarifas proyectadas por el análisis de esta inversión. Quizás pensaba vender 2:000.000 de metros cúbicos a determinado precio 
y, ahora que el Legislador cambia las reglas, vende más pero a un precio mucho menor. Aquí existe un problema de rescate de la 
inversión. Hay un cambio de reglas de juego. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Me parece que otra vez estamos hablando al mismo tiempo del gas y del transporte. Aquí estamos 
discutiendo el tema de la libertad de poder importar gas sin pagar impuestos. Eso no afecta a ANCAP, más allá de que sustituye el 
combustible que ésta tenía, que era el fuel-oil, por este combustible alternativo. El transporte, que es en lo que ANCAP invirtió, es 


otra cuestión y tiene prácticamente asegurado el retorno, porque preveía el transporte de 1:500.000 de metros cúbicos y ya tiene 
colocados 1:300.000. Quiere decir que ese tema lo estaría resolviendo y, según entiendo, estaría retornando la inversión. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que existe una confusión, porque pensé que el compromiso era de 2:000.000 de metros cúbicos y 
ahora el Presidente del Directorio de ANCAP nos expresa que es de 1:500.000 metros cúbicos. 


Vuelvo a decir que cuando el Legislador cambia las reglas de juego, debemos saber cómo afecta la transición. Considero que está 
muy bien que en el futuro no haya nadie cautivo y que las empresas uruguayas tengan energía lo más barata posible, para 
competir con el resto de la región, pero el problema es que estamos cambiando las reglas de juego y se hicieron contratos privados 
tomo a ANCAP como una empresa que celebró un contrato privado- con ciertas reglas que se cambiaron. Si se afectara de alguna 
manera, habría que establecer una compensación, tal como lo planteó al principio el Presidente de ANCAP. Sin embargo, si se me 
dice que ya tiene prácticamente colocado todo lo que se había comprometido y eso hacía viable la inversión, independientemente 
de la información que se nos aporte a posteriori, algunos aspectos de transición y de perjuicio que se estarían generando a la 
empresa empiezan a despejarse. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quisiera plantear dos preguntas más. El tema de la inversión en el transporte, obviamente nos preocupa, 
porque hace a la rentabilidad que le queda a ANCAP y se trata de una empresa pública que hace un aporte importante a Rentas 
Generales. Imagino que el mantenimiento del gasoducto corre por cuenta de ANCAP y quisiera saber si eso está estimado en los 
costos del transporte. 


Por otra parte, quisiera que se me indique cuál ha sido el aporte de ANCAP a Rentas Generales en los últimos dos años. 


SEÑOR SANGUINETTI.- El mantenimiento del gasoducto no corre por cuenta de ANCAP, sino de los propietarios del gasoducto. 
Es lo mismo que si estuviéramos circulando por una carretera; el mantenimiento de ésta corre por cuenta de sus dueños. Si 
ANCAP tiene una cuota parte de la sociedad, pagará por ser propietaria, pero no por ser usuaria paga el mantenimiento del 
gasoducto. 


En cuanto a los aportes de ANCAP a Rentas Generales -queda claro que no nos estamos refiriendo a impuestos sino a aportes-, 
me parece una excelente pregunta. En 1999 ANCAP aportó U$S 13:000.000, y en el año 2000 no aportó nada. 


Si comparamos con las refinerías de la región y del mundo, veremos que ellas aportan a sus accionistas un 9% de la inversión. En 
este caso, de alguna manera Rentas Generales sería el receptor de los accionistas, que son los ciudadanos uruguayos. Cuando 
nosotros hablamos del precio del gasoil o del combustible en determinado lugar, asumimos que en ese valor está incorporado un 
9% sobre la inversión, que es lo que retorna a sus propietarios. En el caso de ANCAP, esto no está sucediendo, porque no tiene 
recursos suficientes para volcarlos a Rentas Generales. Esto nos está indicando, indirectamente —no es una afirmación, porque 
reitero que hace pocas horas que estoy formando parte de este Directorio- que los precios a los que ANCAP está vendiendo son 
prácticamente los costos. 


SEÑOR MICHELINI.- Más los impuestos. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Cuando hablo de los precios me refiero a la venta en boca de refinería. Siempre planteo que el tema de 
los impuestos no es de ANCAP, sino del Gobierno nacional. ANCAP suministra un producto a determinado precio en boca de 
refinería y, a partir de allí, aparecen los impuestos que fija el Gobierno nacional. Entonces, todos mis trabajos de comparación con 
diferentes países del mundo —que en algún momento espero poder alcanzarlos a los señores Senadores- se refieren a los precios 
en boca de refinería de los diversos productos, a los costos —cuando los hay, porque en relación con algunos productos no se 
pueden obtener- y a los impuestos y costos de distribución que se pagan en cada país, para que podamos tener una visión 
completa. Sumando el precio del combustible refinado en puerta de refinería más todos los costos de distribución —transporte, 
actividad comercial de distribución, costo y ganancia de los agencieros-, obtenemos el precio al usuario, con el impuesto incluido. 
Entonces, podemos ir viendo y comparando lo que ocurre en el mundo, para tener una idea y ubicarnos en el tema. 


Antes no hablábamos sobre estas cuestiones porque no competíamos; no lo hacía el país porque tenía una economía cerrada, ni 
ANCAP, a quien no le interesaba porque tenía un monopolio. Pero ahora este monopolio no se va a poder sostener, porque es muy 
difícil estar en un MERCOSUR en el que se puede vender combustible a otros, pero está prohibida la importación, por lo que dicho 
monopolio tarde o temprano va a desaparecer. Ahora, justamente, debemos empezar a mirar cómo se componen los precios y 
cuáles son los costos. Cuando exportemos, seguramente no vamos a exportar impuestos, pero tenemos que saber cómo podremos 
exportar, qué costos tendremos y cuáles serán los precios en boca de refinería y del otro lado del Río de la Plata. 


SEÑOR GALLINAL.- Simplemente, quería hacer una aclaración. Los aportes de ANCAP a Rentas Generales en materia de 
impuestos han estado en el orden de los U$S 300:000.000. Esos no son aportes y, además, no son de ANCAP, porque pertenecen 
a los consumidores. 


SEÑOR SANGUINETTTI.- Son impuestos. 


SEÑOR GALLINAL.- De alguna manera, ANCAP oficia de agente de retención de los impuestos que está cobrándole al 
consumidor. Por concepto de ganancias, ANCAP no contribuye con nada a Rentas Generales. 


SEÑOR SANGUINETTI.- ANCAP contribuyó con U$S 13:000.000 en 1999. 


SEÑOR GALLINAL.- No son ganancias, sino aportes que el Poder Ejecutivo, a través de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
le obliga hacer a los entes autónomos, como contribución a Rentas Generales. En todo caso, lo que sí quisiera señalar es que si 
hubiera una merma de esa contribución a Rentas Generales, por concepto de lo que se resuelva en este artículo, se compensa 
largamente con el Impuesto a la Renta que van a tener que pagar aquellas empresas que ingresan en el mercado. O sea que, en 
realidad, no significa una pérdida de recaudación para el fisco, sino que, en todo caso, será un aumento de recaudación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A modo de retomar el tema, la Mesa quiere señalar que tenemos a consideración el artículo 63, cuyo tema 
es apasionante. Un día vamos a invitar al Presidente de ANCAP para discutirlo a fondo y por el tiempo que sea necesario para 
abundar en los números. Por lo tanto, correspondería poner a votación el artículo. 


SEÑOR MICHELINI.- Habíamos fijado que trabajaríamos hasta esta hora. Tengo entendido que para referirse a este artículo van a 
venir otras distinguidas personas, por lo que quedará en suspenso y seguiremos el próximo miércoles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa consulta a los señores Senadores si es necesario postergar la consideración de esta norma, 
porque podríamos votarla, hablar con el Presidente de UTE y si es necesario reconsiderarla, de acuerdo a lo que es la práctica. 
Ahora bien, si algún legislador me pide que no se ponga a votación, con mucho gusto lo haremos. 


SEÑOR MICHELINI.- Estos fueron los temas que coordinamos que iban a ser considerados y votados, luego de los otros en los 
que no había problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, sólo resta despedir al Presidente de ANCAP y agradecer su presencia. Les pido a los miembros 
de la Comisión que esperen cinco minutos y no se retiren, para discutir otros asuntos. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Quiero agradecer al señor Presidente y demás miembros de la Comisión esta invitación y repetir lo que 
dije hace unos días cuando asumí el cargo. Estoy a disposición de los miembros de la Cámara de Senadores y de Representantes, 
no sólo en asistir, porque esta es una obligación y lo hago con mucho gusto, sino para cualquier tipo de consulta que se me quiera 
hacer. Repito que estoy a disposición para concurrir a los despachos de los señores Senadores o Representantes, a fin de tratar de 
responder a sus preguntas y también quiero decirles que mi despacho de ANCAP está a disposición para cualquier consulta que 
quieran hacer o pueden llamar por teléfono para que rápidamente les demos la información que tanto precisan. 


(Se retira de Sala el señor Presidente de ANCAP) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la consideración de estos artículos y repasando la organización de nuestro trabajo, 
quiero señalar que quedó postergado el artículo 63. Habíamos votado el artículo 42. La Mesa propone que votemos una de las 


Secciones referente al Registro Nacional de Aeronaves, que son dos artículos. Pondría a votación los artículos 61 y 62 para 
terminar con la jornada de hoy. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-7 en 8. Afirmativa. 

A modo de organizar el trabajo de la próxima semana, nos reuniremos el miércoles 27 de 10 a 12 y de 15 a 18 horas. La Mesa 
propone extender el trabajo hasta las 19 horas, a fin de agendar muchas de las audiencias que fueron solicitadas. No olvidemos 
que el mismo régimen de trabajo es para el día jueves. Seguiremos con las audiencias solicitadas, analizando los artículos, 


leyéndolos con las delegaciones que fueron invitadas. Cuando tengamos todas las audiencias agendadas las pasaremos a la casa 
de los Senadores. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 32 minutos) 
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